
 

 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (05) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
 
Ref.: Auto No. 00113 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2017-00443 00 
Demandante: Yolanda Mejía de Asprilla  
Demandados: Nación – Ministerio de Educación - Fomag 
 

 

Revisado el expediente se observa que se recibió el Oficio de fecha 14 de 

diciembre de 2020 NDS2020ER031380, suscrito por la Profesional 

Especializado Administrativa y Financiera de la Secretaría de Educación del 

departamento Norte de Santander, mediante el cual allegan certificado de los 

factores salariales, consecutivo No 6038, correspondiente a los últimos 10 años 

de servicio de la señora YOLANDA MEJIA DE ASPRILLA., sin embargo no 

indica cuales fueron los factores sobre los cuales se hicieron aportes para 

pensión al Fondo Nacional de Prestaciones sociales del Magisterio, por lo que 

se dispone reiterar dicha orden a fin de que se suministre la información 

omitida. Por Secretaría procédase de conformidad advirtiéndole que el 

incumplimiento a esta orden Judicial dará lugar a la imposición de las sanciones 

de ley correspondiente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (05) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
 
Ref.: Auto No. 00114 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2018-00037- 00 
Demandante: Blanca Myriam Bermúdez de Rueda 
Demandados: Nación Ministerio de Educación-FOMAG 
 

 

Revisado el expediente se observa que fueron allegadas las pruebas 

decretadas en la audiencia inicial, por lo que se dispone incorporar a la 

actuación el Oficio del 15 de julio de 2020, CUCU2020ER012030, suscrito por 

la asesora de la Secretaría de Educación del municipio de Cúcuta, mediante el 

cual allegan certificación expedida por la Subsecretaria de Talento Humano 

Educativo de los factores salariales sobre los cuales cotizó al Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio la demandante. A efectos de garantizar 

el derecho de contradicción se deja a disposición de las partes para lo que 

estimen pertinente. 

 

Por otra parte evacuada la etapa probatoria, el juzgado dando aplicación al 

inciso 3º del artículo 181 in fine de la Ley 1437 de 2011, prescindirá de la 

audiencia de alegaciones y juzgamiento, ordenando la presentación por escrito 

de los alegatos, dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de esta 

providencia, en esa misma oportunidad podrá el Ministerio Público presentar 

concepto si a bien lo tiene.  

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (05) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
 
Ref.: Auto No. 00115 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2018-000136- 00 
Demandante: Beatriz Dalila Olave Muñoz 
Demandados: Nación Ministerio de Educación-FOMAG- Municipio San José de Cúcuta 
 

 

Revisado el expediente se observa que fueron allegadas las pruebas 

decretadas en la audiencia inicial, por lo que se dispone incorporar a la 

actuación el Oficio del 15 de julio de 2020, CUCU2020ER012031, suscrito por 

la asesora de la Secretaría de Educación del municipio de Cúcuta, mediante el 

cual allegan certificación expedida por la Subsecretaria de Talento Humano 

Educativo de los factores salariales sobre los cuales cotizó al Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio la demandante. A efectos de garantizar 

el derecho de contradicción se deja a disposición de las partes para lo que 

estimen pertinente. 

 

Por otra parte evacuada la etapa probatoria, el juzgado dando aplicación al 

inciso 3º del artículo 181 in fine de la Ley 1437 de 2011, prescindirá de la 

audiencia de alegaciones y juzgamiento, ordenando la presentación por escrito 

de los alegatos, dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de esta 

providencia, en esa misma oportunidad podrá el Ministerio Público presentar 

concepto si a bien lo tiene.  

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (05) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Ref.: Auto No. 00116 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003- 2018-00455- 00 (Acumulado 54001-33-33-007-2019-00014-00)  
Demandante: Eduardo Jesús Angarita Guerrero  
Demandados: Superintendencia de Industria y Comercio' 

 
 
 

Vencido el término de traslado de la demanda, en aplicación al artículo 180 de 

la Ley 1437 de 2011, se convoca a audiencia inicial, fijando al efecto el día 

veintinueve (29) de abril de dos mil veintiuno (2021), a partir de las 8:30 

a.m. 

 

Por otra parte se reconoce personería para actuar al doctor RENE 

ALEJANDRO BUSTOS MENDOZA, como apoderado de la Superintendencia de 

Industria y Comercio, en los términos y para los efecto del memorial poder a él 

conferido. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (05) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
 
Ref.: Auto No. 00117 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00136 00 
Demandante: Evangelina Naranjo 
Demandados: CREMIL 

 
 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas por la Caja de Retiro de las 

Fuerzas Militares. 

 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

cosa juzgada, por cuanto la demandante actuando como beneficiaria de la 

pensión del sargento Mayor del Ejército Marco Tulio Rodríguez Escobar fue 

parte interviniente dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho 

en el que se solicitó el reajuste del IPC, por los años 1997 al 2004, ante el 

Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Cúcuta, radicado N° 

54001233100120090023900, contra la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, 

para lo cual anexa copia de la sentencia. 

3. TRAMITE PROCESAL 

Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, manifiesta que si bien en la demanda tramitada en el Juzgado 

Primero Administrativo del Circuito de Cúcuta, se solicitó la reliquidación de la 

pensión con base en el IPC, se hizo solo por los años 1999 a 2004, y en el 

presente asunto se solicita la liquidación del año 1997 el cual no fue objeto de 

decisión en el proceso citado por la demandada, por lo que son peticiones 

distintas, así como actos administrativos demandados son diferente 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 
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El artículo 189 de la Ley 1437 de 2011, al referirse a los efectos de la sentencia 

señaló que la sentencia que declare la nulidad de un acto administrativo en un 

proceso tendrá fuerza de cosa juzgada erga omnes. La que niegue la nulidad 

pedida producirá cosa juzgada erga omnes pero solo en relación con la causa 

petendi juzgada. 

Por su parte el Código General del Proceso señala en el artículo 303 lo 

referente a la cosa juzgada así: 

“ARTÍCULO 303. COSA JUZGADA. La sentencia ejecutoriada proferida en proceso 
contencioso tiene fuerza de cosa juzgada siempre que el nuevo proceso verse 
sobre el mismo objeto, se funde en la misma causa que el anterior y entre ambos 
procesos haya identidad jurídica de partes. 

Se entiende que hay identidad jurídica de partes cuando las del segundo proceso 
son sucesores por causa de muerte de las que figuraron en el primero o 
causahabientes suyos por acto entre vivos celebrado con posterioridad al registro 
de la demanda si se trata de derechos sujetos a registro, y al secuestro en los 
demás casos. 

En los procesos en que se emplace a personas indeterminadas para que 
comparezcan como parte, incluidos los de filiación, la cosa juzgada surtirá efectos 
en relación con todas las comprendidas en el emplazamiento. 

La cosa juzgada no se opone al recurso extraordinario de revisión.” 

 

La jurisprudencia tanto de la Corte Constitucional, como del Consejo de Estado 

ha definido el alcance de la identidad entre los procesos ante los que se quiere 

declarar la ocurrencia de la cosa juzgada, evitando así que los hechos o 

conductas, debatidos y resueltos en un determinado proceso judicial, vuelvan a 

ser discutidos por otro funcionario en un juicio posterior.  

 

Se ha establecido entonces según la jurisprudencia que se debe dar una triple 

identidad que estructura la cosa juzgada con son la identidad de sujetos 

(partes), objeto (pretensiones) y causa (fundamentos y hechos). A partir de ella, 

se determina en qué eventos la jurisdicción debe abstenerse de pronunciarse 

nuevamente sobre un asunto ya resuelto, pues de lo contrario se dejaría sin 

respaldo la confianza de quienes participaron en el proceso inicial, así como la 

depositada por la colectividad en sus autoridades judiciales para la solución 

regular, eficaz y definitiva de los conflictos sometidos a su conocimiento.1 

 

Corolario de lo anterior se configura la figura procesal de la cosa juzgada, 

cuando le es asignado a determinado despacho judicial, un nuevo proceso en el 

que concurren identidad jurídica de partes, de causa y de objeto, respecto de 

uno que ya fue resuelto con anterioridad por otro despacho judicial. 

 

Precisado lo anterior el Despacho observa en el expediente que la demanda 
presentada por EVANGELINA NARANJO que le correspondió al Juzgado 
Primero Administrativo del Circuito de Cúcuta, tramitado bajo el radicado N° 
54001233100120090023900, contra la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares 

                                                           
1 Corte Constitucional. Sentencias C- 548 de 1997, M.P. Carlos Gaviria Díaz y C-004 de 2003, 
M.P. Eduardo Montealegre Lynett. - Consejo de Estado, Sección Primera, Radicado 11001-03-
15-000-2016-00471-00 de 8 de junio de 2016, C.P. doctor Roberto 
Augusto Serrato Valdés. 
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conforme a la sentencia proferida el 16 de diciembre de 2010, que las 
pretensiones de la demanda fueron: 
 
“PRIMERO: Declarar la nulidad del acto administrativo OFICIO N° 74097 consecutivo 43485 del 
18 de diciembre de 2008 mediante, el cual, la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 
MILITARES negó a mi poderdante el reconocimiento e incremento del índice de precios al 
consumidor 'IPC' en su sueldo básico y la correspondiente reliquidación de la pensión de 
beneficiaria.  
 
SEGUNDO: Que como consecuencia de la declaración de NULIDAD anterior y a manera de 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO se condene a la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 
MILITARES conforme lo ordenado por el artículo 14 de la ley 100 de 1993, hasta la fecha en 
que se profiera el fallo que ponga fin a esta demanda a reconocer, reliquidar y cancelar las 
diferencias que surjan al aplicar al sueldo básico el porcentaje consolidado por el DANE como 
índice de inflación y el aplicado por la demandada por concepto de aumento legal anual, así:  

 AÑO 1997: El incremento del salario básico decretado por el gobierno nacional fue del 
diecisiete punto cuarenta y nueve por ciento (17.49%) mientras que el índice de precios al 
consumidor "IPC" consolidado por el DANE fue de veintiún punto sesenta y tres por ciento 
(21.63%), estableciendo una diferencia negativa en contra de mi representada de cuatro 
punto catorce por ciento (4.14%) para el año 1997. 

 AÑO 1999: El incremento del salario básico decretado por el gobierno nacional fue del 
catorce punto noventa y uno por ciento (14.91%) mientras que el índice de precios al 
consumidor "IPC" consolidado por el DANE fue de dieciséis punto setenta por ciento 
(16.70%), estableciendo una diferencia negativa en contra de mi representada del (1,79%) 
para el año 1999. 

  AÑO 2001: El incremento del salario básico Decretado por el Gobierno Nacional para ese 
año fue del cinco punto sesenta y seis por ciento (5,66 %) mientras que el índice de precios 
al Consumidor "IPC" consolidado por el DANE fue de ocho punto setenta y cinco por ciento 
(8.5 %), estableciéndose una diferencia negativa en contra de mi representado de Tres 
punto cero nueve por ciento (3,09 %) para el año 2001.  

  AÑO 2002: El incremento del salario básico Decretado por el Gobierno Nacional para ese 
año fue del cuatro punto noventa y siete por ciento (4,97 %) mientras que el índice de 
precios al consumidor "IPC" 'consolidado por el DANE fue del siete punto sesenta y cinco 
por ciento (7.75%), estableciéndose una diferencia negativa en contra de mi representado 
de dos punto sesenta y ocho por ciento (2,68 %) para el año 2002.  

 AÑO 2003: El incremento del salario básico Decretado por el Gobierno Nacional para ese 
año fue del seis punto cero siete por ciento (6,07 %) mientras que el índice de precios al 
Consumidor "IPC" consolidado por el DANE fue del seis punto noventa y nueve por ciento 
(6,99 %), estableciéndose una diferencia negativa en contra de mi representador de cero 
punto noventa y dos por ciento (0,92%) para el año 2003.  

 AÑO 2004: El incremento del salario básico Decretado por el Gobierno Nacional para ese 
año fue del cinco punto veintiocho por ciento (5,28 %) mientras que el índice de precios al 
Consumidor "IPC" consolidado por el DANE fue del seis punto cuarenta y nueve por ciento 
(6,49 %), estableciéndose una diferencia negativa en contra de mi representado de un 
punto veintiuno por ciento (1,21%) para el año 2004.” 

 

Y la decisión dentro de dicho proceso fue la siguiente: 

 

PRIMERO.- Declarar la nulidad del OFICIO N° 74097 consecutivo 43485 del 18 de diciembre de 
2008, mediante el cual el Subdirector de Prestaciones Económicas de la CAJA DE RETIRO D[ 
LAS FUERZAS MILITARES, negó el reajuste de la asignación de retiro de la demandante 
EVANGELINAA NARANJO con base en el índice de Precios al Consumidor, por las razones 
expuestas en Ia parte motiva de esta providencia.  

SEGUNDO.- Como consecuencia de la nulidad decretada y a título de restablecimiento del 
derecho, ordenase a la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES, revisar los 
incrementos anuales efectuados, desde el año 1999 hasta el 30 de diciembre de 2004, a la 
asignación de retiro que disfruta la demandante como beneficiaria del Sargento Mayor (r) del 
Ejército Nacional señor MARCOS TULIO RODRIGUEZ ESCOBAR confrontándolo con el 
método de incremento con el IPC y aplicar el reajuste o incremento anual de la asignación de 
retiro que resulte más favorable al actor entre el aumento con base en el principio de oscilación 
o el aumento con base en el Índice de Precios al Consumidor, IPC, de manera que cada año 
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aplique al incremento el porcentaje de mayor valor, teniendo en cuenta que solo debe aplicar un 
incremento por año, el más favorable, reajustando la asignación de retiro que percibe la 
demandante. 

….. 

“(se resalta y subraya) 

 

Contrastadas las pretensiones con lo resuelto en el proceso de nulidad y 

restablecimiento del derecho por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito 

de Cúcuta, tramitado bajo el radicado N° 54001233100120090023900, contra la 

Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, se colige que si bien se reclamó 

reajuste desde 1997, la sentencia sólo lo ordenó desde el año 1999 hasta el 30 

de diciembre de 2004, quedando sin hacer pronunciamiento por el año 1997. 

En la presente demanda el acto administrativo demando es el oficio 690 con 

consecutivo N°. 2018- 70039 del 19 de julio de 2018, suscrito por la 

Coordinadora Grupo Centro Integral de Servicios al Usuario de la Caja de Retiro 

de las Fuerzas Militares, por medio del cual se niega la petición solicitando el 

reconocimiento, liquidación y pago del reajuste de la asignación de retiro, de la 

señora EVANGELINA NARANJO, por concepto de los detrimentos causados 

durante el periodo 1997, en el que se recibió incrementos anuales a la 

asignación de retiro por debajo del índice de precios al consumidor (IPC), y la 

pretensiones van orientadas a que se declare la nulidad de ese acto 

administrativo y la reliquidación de la asignación de retiro devengada en el año 

1997 conforme al IPC. 

Entonces, al solicitar la reliquidación de la asignación de retiro del año 1997 con 

fundamento en el IPC, en el proceso que nos ocupa es dable concluir que no 

hay identidad entre los procesos ante los que se busca declarar la ocurrencia 

de la cosa juzgada, toda vez que estamos frente a un nuevo acto administrativo 

y un periodo de liquidación de la asignación de retiro de la demandante que no 

fue  debatido ni resuelto por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de 

Cúcuta, en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, tramitado bajo 

el radicado N° 54001233100120090023900, en consecuencia no prospera la  

excepción de cosa juzgada propuesta por la demandada. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción de cosa juzgada, propuesta por 

la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, conforme a lo expuesto en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 
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BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

Ref.: Auto No. 00118 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00225 00 
Demandante: Luís Eduardo Marriaga Castro 
Demandados: Nación – Ministerio de Educación -Fomag 

 
 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

 

Resolución de excepciones previas propuestas por el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

no comprender la demanda a todos los litisconsorte necesario, indicando que se 

debe vincular al proceso la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

de reconocimiento de cesantía, por cuanto el parágrafo del artículo 57 de la Ley 

1955 de 2019 por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018- 2022 

contempla que la entidad territorial será responsable del pago de la sanción por 

mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 

extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 

previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por 

parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, y en el caso que nos ocupa se evidencia 

que la entidad territorial excedió el termino otorgado por la ley para dar trámite 

al reconocimiento de las cesantías de la demandante. 

3. TRAMITE PROCESAL 

Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dicha excepción guardó silencio. 

4 CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 
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Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 

“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 
reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 
de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 
 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a 
través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 
dependencia que haga sus veces. 
  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
  
1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
  
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 
del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 
  
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 
descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
  
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos 
a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
  
5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme. 

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 
meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 
su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 
administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 
posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 
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administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 
mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 
comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 
 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 
artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 
entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 
medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 
por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 
entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 
Juzgado hacer la declaración correspondiente. 
 
Ahora respecto a lo señalado en el parágrafo del artículo 57 de la ley 1955 de 
2019 que reza: 
 

“PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por 
mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 
extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 
previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por 
parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.” 

 

Debe tenerse en cuenta que dicho precepto normativo entro en vigencia el 25 

de mayo de 2019 y la sanción moratoria que aquí se reclama ocurrió en el año 

201, por lo que no le es aplicable tal normativa, y así lo consideró el Legislador 

al contemplar en el artículo 57 citado un parágrafo transitorio en el que señaló: 

“PARÁGRAFO TRANSITORIO. Para efectos de financiar el pago de las sanciones 
por mora a cargo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
causadas a diciembre de 2019, facúltese al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público para emitir Títulos de Tesorería que serán administrados por una o varias 
sociedades fiduciarias públicas; así mismo, el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público definirá la operación, las reglas de negociación y pago de los mismos. El 

Consejo Directivo del FOMAG efectuará la adición presupuestal de los recursos 

de los que trata el presente parágrafo. 

La emisión de bonos o títulos no implica operación presupuestal alguna y solo 
debe presupuestarse para efectos de su redención.” 

Por lo que sigue siendo el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales  el que 
efectuará la adicción presupuestal de los recursos para el pago de la 
sanción moratoria de los docentes con anterioridad a diciembre de 2019. 
Por lo anterior la excepción propuesta no prosperará. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción de falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 
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Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

6a211aec11fabd220f6cb080ca61bb84c4dc80ed765fec007b8911ba7b7c8ef8 

Documento generado en 05/02/2021 04:06:56 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

Ref.: Auto No. 00119 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00226 00 
Demandante: Isabel Teresa Vera Jauregui 
Demandados: Nación – Ministerio de Educación -Fomag 
 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

 

Resolución de excepciones previas propuestas por el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesario, indicando que 

se debe vincular al proceso la entidad territorial que profirió el acto 

administrativo de reconocimiento de cesantía, por cuanto el parágrafo del 

artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 por el cual se expide el Plan Nacional de 

Desarrollo 2018- 2022 contempla que la entidad territorial será responsable del 

pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos 

en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 

incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la 

solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y en el caso que 

nos ocupa se evidencia que la entidad territorial excedió el termino otorgado por 

la ley para dar trámite al reconocimiento de las cesantías de la demandante. 

3. TRAMITE PROCESAL 

Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dicha excepción guardó silencio. 

4 CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 
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Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 

“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 
reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 
de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 
 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a 
través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 
dependencia que haga sus veces. 
  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
  
1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
  
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 
del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 
  
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 
descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
  
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos 
a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
  
5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme. 

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 
meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 
su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 
administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 
posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 
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administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 
mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 
comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 
 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 
artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 
entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 
medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 
por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 
entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 
Juzgado hacer la declaración correspondiente. 
 
Ahora respecto a lo señalado en el parágrafo del artículo 57 de la ley 1955 de 
2019 que reza: 
 

“PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por 
mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 
extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 
previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por 
parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.” 

 

Debe tenerse en cuenta que dicho precepto normativo entro en vigencia el 25 

de mayo de 2019 y la sanción moratoria que aquí se reclama ocurrió en el año 

201, por lo que no le es aplicable tal normativa, y así lo consideró el Legislador 

al contemplar en el artículo 57 citado un parágrafo transitorio en el que señaló: 

“PARÁGRAFO TRANSITORIO. Para efectos de financiar el pago de las sanciones 
por mora a cargo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
causadas a diciembre de 2019, facúltese al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público para emitir Títulos de Tesorería que serán administrados por una o varias 
sociedades fiduciarias públicas; así mismo, el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público definirá la operación, las reglas de negociación y pago de los mismos. El 

Consejo Directivo del FOMAG efectuará la adición presupuestal de los recursos 

de los que trata el presente parágrafo. 

La emisión de bonos o títulos no implica operación presupuestal alguna y solo 
debe presupuestarse para efectos de su redención.” 

Por lo que sigue siendo el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales  el que 
efectuará la adicción presupuestal de los recursos para el pago de la 
sanción moratoria de los docentes con anterioridad a diciembre de 2019. 
Por lo anterior la excepción propuesta no prosperará. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción de falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 
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Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

103871d9d2c28c397ff751937fa1c1e5aa7b4295f80026766e95522f26464fd3 

Documento generado en 05/02/2021 04:06:31 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

Ref.: Auto No. 00120 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00227 00 
Demandante: Edgar del Carmen Contreras Álvarez 
Demandados: Nación – Ministerio de Educación -Fomag 

 
 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

 

Resolución de excepciones previas propuestas por el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesario, indicando que 

se debe vincular al proceso la entidad territorial que profirió el acto 

administrativo de reconocimiento de cesantía, por cuanto el parágrafo del 

artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 por el cual se expide el Plan Nacional de 

Desarrollo 2018- 2022 contempla que la entidad territorial será responsable del 

pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos 

en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 

incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la 

solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y en el caso que 

nos ocupa se evidencia que la entidad territorial excedió el termino otorgado por 

la ley para dar trámite al reconocimiento de las cesantías de la demandante. 

3. TRAMITE PROCESAL 

Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dicha excepción guardó silencio. 

 

4 CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte la Ley 
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962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 

“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 
reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 
de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 
 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a 
través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 
dependencia que haga sus veces. 
  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
  
1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
  
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 
del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 
  
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 
descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
  
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos 
a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
  
5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme. 

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 
meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 
su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 
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administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 
posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 
administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 
mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 
comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 
 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 
artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 
entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 
medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 
por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 
entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 
Juzgado hacer la declaración correspondiente. 
 
Ahora respecto a lo señalado en el parágrafo del artículo 57 de la ley 1955 de 
2019 que reza: 
 

“PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por 
mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 
extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 
previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por 
parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.” 

 

Debe tenerse en cuenta que dicho precepto normativo entro en vigencia el 25 

de mayo de 2019 y la sanción moratoria que aquí se reclama ocurrió en el año 

201, por lo que no le es aplicable tal normativa, y así lo consideró el Legislador 

al contemplar en el artículo 57 citado un parágrafo transitorio en el que señaló: 

“PARÁGRAFO TRANSITORIO. Para efectos de financiar el pago de las sanciones 
por mora a cargo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
causadas a diciembre de 2019, facúltese al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público para emitir Títulos de Tesorería que serán administrados por una o varias 
sociedades fiduciarias públicas; así mismo, el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público definirá la operación, las reglas de negociación y pago de los mismos. El 

Consejo Directivo del FOMAG efectuará la adición presupuestal de los recursos 

de los que trata el presente parágrafo. 

La emisión de bonos o títulos no implica operación presupuestal alguna y solo 
debe presupuestarse para efectos de su redención.” 

Por lo que sigue siendo el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales  el que 
efectuará la adicción presupuestal de los recursos para el pago de la 
sanción moratoria de los docentes con anterioridad a diciembre de 2019. 
Por lo anterior la excepción propuesta no prosperará. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción de falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 
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Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

f7c8bbb6c3fbd3834bf7ec62161bcc5132839e0ba146659bbb8b085563daeed2 

Documento generado en 05/02/2021 04:06:32 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

Ref.: Auto No. 00121 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00228 00 
Demandante: Diana Carolina Serrano Bonilla 
Demandados: Nación – Ministerio de Educación -Fomag 

 
 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

 

Resolución de excepciones previas propuestas por el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción  mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda. 

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías. 

3. TRAMITE PROCESAL 

Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 
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4 CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

4.1. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que la 

demandante DIANA CAROLINA SERRANO BONILLA, mediante apoderado el 

30 de octubre de 2018 presentó petición ante la Secretaría de Educación del 

Departamento, tendiente al reconocimiento y pago de la sanción por mora 

establecida en la Ley 1071 de 2006, frente a dicha petición la administración 

guardó silencio, por lo que en la demanda el acto administrativo acusado es el 

acto ficto presunto generado ante la falta de respuesta a la solicitud presentada. 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que corresponde ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

4.2. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La 
demanda deberá ser presentada: 
 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e 
inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente 
prestaciones periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones 
pagadas a particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

 

De la norma transcrita se colige que el término de caducidad no opera para los 

casos  en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por lo 

tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se advirtió 

anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada a que se 

declare la nulidad del acto ficto presunto mediante el cual le niegan la petición 

de reconocimiento y pago de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 

2006, en consecuencia no opera caducidad para dicho acto, por lo que la 

excepción propuesta no prosperará 

4.3 falta de integración de litisconsorte necesario. 
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Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 

“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 
reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 
de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 
 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a 
través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 
dependencia que haga sus veces. 
  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
  
1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
  
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 
del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 
  
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 
descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
  
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos 
a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
  
5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme. 
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De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 
meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 
su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 
administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 
posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 
administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 
mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 
comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 
 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 
artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 
entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 
medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 
por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 
entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 
Juzgado hacer la declaración correspondiente. 
 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda a no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

Ref.: Auto No. 00122 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00230 00 
Demandante: Jesús Antonio Rincón Estévez 
Demandados: Nación – Ministerio de Educación -Fomag 

 
 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

 

Resolución de excepciones previas propuestas por el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesario, indicando que 

se debe vincular al proceso la entidad territorial que profirió el acto 

administrativo de reconocimiento de cesantía, por cuanto el parágrafo del 

artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 por el cual se expide el Plan Nacional de 

Desarrollo 2018- 2022 contempla que la entidad territorial será responsable del 

pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos 

en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 

incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la 

solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y en el caso que 

nos ocupa se evidencia que la entidad territorial excedió el termino otorgado por 

la ley para dar trámite al reconocimiento de las cesantías de la demandante. 

3. TRAMITE PROCESAL 

Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dicha excepción guardó silencio. 

 

4 CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte la Ley 
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962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 

“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 
reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 
de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 
 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a 
través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 
dependencia que haga sus veces. 
  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
  
1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
  
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 
del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 
  
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 
descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
  
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos 
a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
  
5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme. 

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 
meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 
su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 
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administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 
posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 
administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 
mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 
comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 
 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 
artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 
entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 
medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 
por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 
entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 
Juzgado hacer la declaración correspondiente. 
 
Ahora respecto a lo señalado en el parágrafo del artículo 57 de la ley 1955 de 
2019 que reza: 
 

“PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por 
mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 
extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 
previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por 
parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.” 

 

Debe tenerse en cuenta que dicho precepto normativo entro en vigencia el 25 

de mayo de 2019 y la sanción moratoria que aquí se reclama ocurrió en el año 

201, por lo que no le es aplicable tal normativa, y así lo consideró el Legislador 

al contemplar en el artículo 57 citado un parágrafo transitorio en el que señaló: 

“PARÁGRAFO TRANSITORIO. Para efectos de financiar el pago de las sanciones 
por mora a cargo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
causadas a diciembre de 2019, facúltese al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público para emitir Títulos de Tesorería que serán administrados por una o varias 
sociedades fiduciarias públicas; así mismo, el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público definirá la operación, las reglas de negociación y pago de los mismos. El 

Consejo Directivo del FOMAG efectuará la adición presupuestal de los recursos 

de los que trata el presente parágrafo. 

La emisión de bonos o títulos no implica operación presupuestal alguna y solo 
debe presupuestarse para efectos de su redención.” 

Por lo que sigue siendo el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales  el que 
efectuará la adicción presupuestal de los recursos para el pago de la 
sanción moratoria de los docentes con anterioridad a diciembre de 2019. 
Por lo anterior la excepción propuesta no prosperará. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción de falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 
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Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

9c95b58ccab9357ea837c5474db60048793053d5d79c0d8e9cb35253d69eb39b 

Documento generado en 05/02/2021 04:06:35 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
 
 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Ref.: Auto No. 00123– O 

M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00231 00 
Demandante: Orfelina Mantilla Morantes 
Demandados: Nación – Ministerio de Educación -Fomag 

 

Ante la solicitud de la parte demandante de sentencia anticipada, el Despacho 

no accede a ello, teniendo en cuenta que en el caso que nos ocupa, es 

necesario realizar práctica de pruebas. 

Por lo anterior, vencido el término de traslado de la demanda, en aplicación al 

artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, se convoca a audiencia inicial, fijando al 

efecto el día veintiocho (28) de abril de dos mil veintiuno (2021), a partir de 

las 8:30 a.m. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,   

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 
Juez 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
 
San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 
 
Ref.: Auto Nº00124   O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00249- 00 
Demandante: Jhon Manuel García Rodríguez 
Demandados: Nación- Ministerio de Educación- Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

Ante la solicitud de sentencia anticipada solicitada por la parte actora, se observa que la 

parte demandada solicita practica de pruebas, de las que se hace necesario hacer 

pronunciamiento al respecto de conformidad con el literal d, del artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. 

 

Revisado el expediente se tiene que el Ministerio de educación solicita como pruebas se 

oficie a la Secretaría de Educación del municipio de Cúcuta, para que certifique en qué 

fecha remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su 

aprobación, en qué fecha devolvió la FIDUPREVISORA el proyecto aprobado y en qué 

fecha remitió la resolución 5588 del 29 de diciembre de 2016 para el pago de las 

cesantías parciales, frente a las cuales el Despacho no accede a ellas por cuanto se 

consideran innecesarias para las resultas del proceso. 

 

Igualmente, no se accede oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los 

recursos y a la Fiduprevisora con la finalidad de que certifiquen las fechas exactas en 

que fueron puestos a disposición los dineros correspondientes a las cesantías respecto 

de las cuales alega mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de 

sanción, por cuanto dicho certificado ya obra en el expediente. 

 

Finalmente, en aplicación al inciso primero del literal d ibídem, el Despacho fija el litigio 

dentro del asunto de referencia así: 

 

 El litigio se centra en determinar si el docente JHON MANUEL GARCÍA 

RORÍGUEZ, tiene derecho a que el Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio le reconozca y pague la sanción moratoria 

consagrada en la Ley 1071 de 2006 por considerar que no fueron pagadas 

oportunamente las cesantías parciales reconocidas a través de la Resolución N° 

05588 de fecha 29 de diciembre de 2018. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE. 

 

 
BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                      
 

Firmado Por: 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Ref.: Auto No. 00125– O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00250 00 
Demandante: Catalina Moros Santos 
Demandados: Municipio San José de Cúcuta 

 

Vencido el término de traslado de la demanda, en aplicación al artículo 180 de 

la Ley 1437 de 2011, se convoca a audiencia inicial, fijando al efecto el día 

dieciocho (18) de mayo de dos mil veintiuno (2021), a partir de las 8:30 

a.m. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,   

 
BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 

San José de Cúcuta, cinco (05) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Ref.: Auto No. 00126– O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00252 00 
Demandante: Carlos Arturo Dueñas Contreras 
Demandados: Nación – Ministerio de Defensa Nacional de Colombia- Ejército Nacional de Colombia 

 

 

Vencido el término de traslado de la demanda, en aplicación al artículo 180 de 

la Ley 1437 de 2011, se convoca a audiencia inicial, fijando al efecto el día 

veintisiete (27) de abril de dos mil veintiuno (2021), a partir de las 8:30 

a.m. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,   

 

 
BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

Ref.: Auto No. 00127 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00259 00 
Demandante: Yaira Lizett Rincón Rodríguez 
Demandados: Nación – Ministerio de Educación -Fomag 

 
 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

 

Resolución de excepciones previas propuestas por el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios, indicando que 

se debe vincular al proceso la entidad territorial que profirió el acto 

administrativo de reconocimiento de cesantía, por cuanto el parágrafo del 

artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 por el cual se expide el Plan Nacional de 

Desarrollo 2018- 2022 contempla que la entidad territorial será responsable del 

pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos 

en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 

incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la 

solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y en el caso que 

nos ocupa se evidencia que la entidad territorial excedió el termino otorgado por 

la ley para dar trámite al reconocimiento de las cesantías de la demandante. 

3. TRAMITE PROCESAL 

Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dicha excepción guardó silencio. 

 

4 CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte la Ley 
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962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 

“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 
reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 
de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 
 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a 
través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 
dependencia que haga sus veces. 
  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
  
1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
  
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 
del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 
  
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 
descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
  
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos 
a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
  
5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme. 

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 
meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 
su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 
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administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 
posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 
administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 
mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 
comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 
 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 
artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 
entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 
medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 
por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 
entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 
Juzgado hacer la declaración correspondiente. 
 
Ahora respecto a lo señalado en el parágrafo del artículo 57 de la ley 1955 de 
2019 que reza: 
 

“PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por 
mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 
extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 
previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por 
parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.” 

 

Debe tenerse en cuenta que dicho precepto normativo entro en vigencia el 25 

de mayo de 2019 y la sanción moratoria que aquí se reclama ocurrió en el año 

201, por lo que no le es aplicable tal normativa, y así lo consideró el Legislador 

al contemplar en el artículo 57 citado un parágrafo transitorio en el que señaló: 

“PARÁGRAFO TRANSITORIO. Para efectos de financiar el pago de las sanciones 
por mora a cargo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
causadas a diciembre de 2019, facúltese al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público para emitir Títulos de Tesorería que serán administrados por una o varias 
sociedades fiduciarias públicas; así mismo, el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público definirá la operación, las reglas de negociación y pago de los mismos. El 

Consejo Directivo del FOMAG efectuará la adición presupuestal de los recursos 

de los que trata el presente parágrafo. 

La emisión de bonos o títulos no implica operación presupuestal alguna y solo 
debe presupuestarse para efectos de su redención.” 

Por lo que sigue siendo el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales  el que 
efectuará la adicción presupuestal de los recursos para el pago de la 
sanción moratoria de los docentes con anterioridad a diciembre de 2019. 
Por lo anterior la excepción propuesta no prosperará. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción de falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 
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Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Ref.: Auto No. 00128 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00261 00 
Demandante: Romelia Lugo 
Demandados: Nación – Ministerio de Educación -Fomag 

 
 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

 

Resolución de excepciones previas propuestas por el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción  mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda. 

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías. 

 

3. TRAMITE PROCESAL 
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Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

 

4 CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

4.1. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que la 

demandante ROMELIA LUGO, mediante apoderado el 27 de noviembre de 

2018 presentó petición ante la Secretaría de Educación del municipio de 

Cúcuta, tendiente al reconocimiento y pago de la sanción por mora establecida 

en la Ley 1071 de 2006, frente a dicha petición la administración guardó 

silencio, por lo que en la demanda el acto administrativo acusado es el acto ficto 

presunto generado ante la falta de respuesta a la solicitud presentada. 

 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que se genera ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

4.2. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La 
demanda deberá ser presentada: 
 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e 
inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente 
prestaciones periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones 
pagadas a particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

 

De la norma transcrita se desprende que el término de caducidad no opera para 

los casos  en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por 

lo tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se 

advirtió anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada 

a que se declare la nulidad del acto ficto presunto mediante el cual le niegan la 

petición de reconocimiento y pago de la sanción por mora establecida en la Ley 
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1071 de 2006, en consecuencia no opera caducidad para dicho acto, por lo que 

la excepción propuesta no prosperará. 

 

4.3 falta de integración de litisconsorte necesario. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 

“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 
reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 
de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 
 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a 
través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 
dependencia que haga sus veces. 
  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
  
1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
  
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 
del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 
  
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 
descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
  
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos 
a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
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5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme. 

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 
meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 
su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 
administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 
posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 
administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 
mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 
comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 
 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 
artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 
entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 
medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 
por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 
entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 
Juzgado hacer la declaración correspondiente. 
 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda a no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 



 5 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

7db630837e9f43c6694b968cfe97402bd127fa671fa69c909f4b33c2bb72f1db 

Documento generado en 05/02/2021 04:06:43 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
 
 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Ref.: Auto No. 00129– O 

M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00264 00 
Demandante: Henry Villalba Meza 
Demandados: Nación – Ministerio de Educación -Fomag 

 

Ante la solicitud de la parte demandante de sentencia anticipada, el Despacho 

no accede a ello, teniendo en cuenta que en el caso que nos ocupa, es 

necesario realizar práctica de pruebas. 

Por lo anterior, vencido el término de traslado de la demanda, en aplicación al 

artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, se convoca a audiencia inicial, fijando al 

efecto el día veintiocho (28) de abril de dos mil veintiuno (2021), a partir de 

las 8:30 a.m. 

 

Finalmente se reconoce personería a los doctores LUIS ALFREDO SANABRIA 

RIOS como apoderado principal de la Nación- Ministerio de Educación- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y a JENNY CAROLINA 

VARGAS FONSECA como apoderada sustituta de dicha entidad, en los 

términos y para los efectos del memorial poder a ellos conferidos. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,   

 
BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 
CUCUTA – NORTE DE SANTANDER 

 

ESTADO Nº 038 
 

POR ANOTACIÓN EN ESTADO ELECTRÓNICO, NOTIFICO A 

LAS PARTES LA PRESENTE PROVIDENCIA, HOY 1 DE 

AGOSTO DE 2019, A LAS 08:00 A.M.   

 
 

NEYLA YADIRA LÓPEZ CONTRERAS 
Secretaria 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

Ref.: Auto No. 00130 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00266 00 
Demandante: Miguel Ángel Sánchez Ferro 
Demandados: Instituto Departamental de Salud 

 
 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

 

Resolución de excepciones previas propuestas por el instituto Departamental de 

Salud de Norte de Santander. 

 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

caducidad de la acción, indicando que el demandante tenía cuatro meses para 

presentar la demanda de conformidad con el artículo 138 de CPACA, cuyo 

tiempo ya caducó. 

3. TRAMITE PROCESAL 

Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

4 CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
(…) 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 
 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda 
deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del 
día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del 
acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras 
disposiciones legales.” (Se resalta). 
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De la norma transcrita se colige que el término de caducidad sólo puede 

contabilizarse a partir del momento en el que la Administración ha dado a 

conocer el acto, a través de su comunicación, notificación, ejecución o 

publicación. 

 

El artículo 66 de la Ley 1437 de 2011 determina que los actos administrativos 

de carácter particular deberán ser notificados en los términos establecidos en 

dicho ordenamiento, debiéndose procurar como forma principal de notificación 

personal en los términos del artículo 67 y 68 ibídem, procedimiento que no se 

observa dentro de la actuación, sin embargo si tomamos como fecha de 

notificación la fecha del acto demandado, esto es el 27 de marzo de 2019, a 

partir del 28 siguiente se empezarían a contar los 4 meses para presentar 

oportunamente la demanda los que vencerían el 29 de julio de 2019. 

 
Por otra parte, el artículo 161 ibídem señala que cuando los asuntos sean 

conciliables se debe agotar como requisito de procedibilidad la conciliación 

extrajudicial y el artículo 2.2.4.3.1.1.3 del Decreto 1069 de 2015 ocupándose de 

los eventos en que se suspende el término de caducidad, el señala en el literal 

b que la presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial ante los 

agentes del Ministerio Público suspende el término de prescripción o de 

caducidad, según el caso, hasta que se expidan las constancias a que se 

refiere el artículo 2º de la Ley 640 de 2001. 

 
Precisado lo anterior, se encuentra que dentro del expediente, que se presentó 

la conciliación prejudicial el 19 de julio de 2019 es decir faltando 10 días para 

que se venciera el término para presentar oportunamente la demanda; 

posteriormente la Procuraduría 24 Judicial II para Asuntos Administrativos con 

fecha 1 de agosto de 2018 les expide la constancia a que alude el artículo 2º de 

la ley 640 de 2001 (fl. 24). 

 

Se desprende de lo expuesto que el término para el ejercicio oportuno del 

medio de control se suspendió del día 19 de julio al 1 de agosto de 2019, luego 

a partir del día 2 del mismo mes y año se reanudaba el conteo de términos para 

la presentación oportuna de la demanda, que vencía el 12 de agosto de 2019 y 

la demanda fue presentada el 5 de agosto de 2019 (fl. 19 

01expedientedigitalizado) de lo que se puede concluir que dentro del medio de 

control que nos ocupa no ha operado la caducidad, en consecuencia dicha 

excepción no prosperará. En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero 

Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta, Norte de Santander, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción de caducidad de la acción, 

propuesta por el Instituto Departamental de Salud conforme a lo expuesto en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (5) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Ref.: Auto No. 00131 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00268 00 
Demandante: consuelo Granados Duarte 
Demandados: Nación – Ministerio de Educación -Fomag 

 
 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

 

Resolución de excepciones previas propuestas por el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesario, indicando que 

se debe vincular al proceso la entidad territorial que profirió el acto 

administrativo de reconocimiento de cesantía, por cuanto el parágrafo del 

artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 por el cual se expide el Plan Nacional de 

Desarrollo 2018- 2022 contempla que la entidad territorial será responsable del 

pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos 

en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 

incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la 

solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y en el caso que 

nos ocupa se evidencia que la entidad territorial excedió el termino otorgado por 

la ley para dar trámite al reconocimiento de las cesantías de la demandante. 

3. TRAMITE PROCESAL 

Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dicha excepción guardó silencio. 

 

4 CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 
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pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 

“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 
reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 
de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 
 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a 
través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 
dependencia que haga sus veces. 
  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
  
1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
  
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 
del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 
  
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 
descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
  
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos 
a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
  
5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme. 

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 
meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 
su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
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del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 
administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 
posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 
administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 
mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 
comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 
 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 
artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 
entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 
medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 
por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 
entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 
Juzgado hacer la declaración correspondiente. 
 
Ahora respecto a lo señalado en el parágrafo del artículo 57 de la ley 1955 de 
2019 que reza: 
 

“PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por 
mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 
extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 
previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por 
parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.” 

 

Debe tenerse en cuenta que dicho precepto normativo entro en vigencia el 25 

de mayo de 2019 y la sanción moratoria que aquí se reclama ocurrió en el año 

201, por lo que no le es aplicable tal normativa, y así lo consideró el Legislador 

al contemplar en el artículo 57 citado un parágrafo transitorio en el que señaló: 

“PARÁGRAFO TRANSITORIO. Para efectos de financiar el pago de las sanciones 
por mora a cargo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
causadas a diciembre de 2019, facúltese al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público para emitir Títulos de Tesorería que serán administrados por una o varias 
sociedades fiduciarias públicas; así mismo, el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público definirá la operación, las reglas de negociación y pago de los mismos. El 

Consejo Directivo del FOMAG efectuará la adición presupuestal de los recursos 

de los que trata el presente parágrafo. 

La emisión de bonos o títulos no implica operación presupuestal alguna y solo 
debe presupuestarse para efectos de su redención.” 

Por lo que sigue siendo el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales  el que 
efectuará la adicción presupuestal de los recursos para el pago de la 
sanción moratoria de los docentes con anterioridad a diciembre de 2019. 
Por lo anterior la excepción propuesta no prosperará. En mérito de lo 
expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta, 
Norte de Santander, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción de falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 
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Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, cinco (05) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
 
Ref.: Auto No. 00132 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00322 00 
Demandante; German Humberto Duran Ibarra 
Demandados: Nación – Ministerio de Defensa- Policía Nacional 

 
 

Revisado el expediente se observa que no hay pruebas por practicar, lo que 

permite en aplicación al artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 dictar sentencia 

anticipada, en consecuencia se dispone incorporar las pruebas aportadas por 

las partes, dándoles el valor probatorio que por ley les corresponde y correr 

traslado en la forma prevista en el artículo 181 in fine de la Ley 1437 de 2011, 

para la presentación por escrito de los alegatos, dentro de los diez (10) días 

siguientes a la notificación de esta providencia, oportunidad en que, si a bien lo 

tiene, puede presentar concepto el Ministerio Público. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 
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